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Número UEC/DJEC/M/0147/2016 
Palacio Legislativo, a 29 de julio de 2016 

 
Asunto: Criterios jurisprudenciales relevantes en las publicaciones del Semanario 

Judicial de la Federación correspondientes al mes de julio de 2016. 
 
En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación correspondientes al mes de julio 
de 20161, se publicaron los siguientes criterios jurisprudenciales relevantes para la Unidad 
de Evaluación y Control: 
INICIO 

FISCALIZACIÓN SUPERIOR, PRESUPUESTO Y DEUDA PÚBLICA. 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

REVISIÓN DE LA CUENTA PÚBLICA. LA DE UN AÑO ESPECÍFICO PUEDE INCLUIR 
LOS PAGOS REALIZADOS EN OTRO POSTERIOR, CUANDO ÉSTOS TENGAN 
SUSTENTO EN EL PRESUPUESTO AUTORIZADO DENTRO DEL EJERCICIO 
FISCALIZADO, SIN QUE ELLO IMPLIQUE TRANSGRESIÓN AL PRINCIPIO DE 
ANUALIDAD (INTERPRETACIÓN AXIOLÓGICA CONSTITUCIONAL DEL ARTÍCULO 
20 DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN ABROGADA). 

PROCEDIMIENTO DE AUDITORÍA Y PROCEDIMIENTO DE FINCAMIENTO DE 
RESPONSABILIDAD RESARCITORIA. DADA SU AUTONOMÍA, SI EL PRIMERO 
INICIA AL AMPARO DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR DE LA 
FEDERACIÓN ABROGADA, Y EL ACUERDO DE INICIO DEL SEGUNDO SE EMITE 
CONFORME AL ARTÍCULO 57 DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE 
CUENTAS DE LA FEDERACIÓN VIGENTE, NO EXISTE APLICACIÓN RETROACTIVA 
DE ÉSTA. 

 

RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, TRANSPARENCIA Y 
RENDICIÓN DE CUENTAS 

No se ubicaron publicaciones en estas materias 

 

ASUNTOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 

No se ubicaron publicaciones en esta materia 

 

CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

PRINCIPIO DE MORALIDAD ADMINISTRATIVA. SU AXIOLOGÍA CONSTITUCIONAL 
IMPIDE INTERPRETAR LAS NORMAS JURÍDICAS FUERA DE LOS CONTENIDOS 
MATERIALES PLASMADOS EN LOS PRINCIPIOS Y DERECHOS 
FUNDAMENTALES. 

 
 

                                                           
1 Los Semanarios se publicaron los días 1, 8 y 15 de julio de 2016. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2012099  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 08 de julio de 2016 10:15 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.9o.A.56 A (10a.)  
 

REVISIÓN DE LA CUENTA PÚBLICA. LA DE UN AÑO ESPECÍFICO PUEDE INCLUIR 
LOS PAGOS REALIZADOS EN OTRO POSTERIOR, CUANDO ÉSTOS TENGAN 
SUSTENTO EN EL PRESUPUESTO AUTORIZADO DENTRO DEL EJERCICIO 
FISCALIZADO, SIN QUE ELLO IMPLIQUE TRANSGRESIÓN AL PRINCIPIO DE 
ANUALIDAD (INTERPRETACIÓN AXIOLÓGICA CONSTITUCIONAL DEL ARTÍCULO 20 
DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN ABROGADA). 
 
El artículo 20 de la Ley de Fiscalización Superior de la Federación, abrogada, establece 
que la fiscalización del informe de avance de gestión financiera y la revisión de la cuenta 
pública están limitadas al principio de anualidad a que se refiere la fracción IV del artículo 
74 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que, un proceso que 
abarque en su ejecución dos o más ejercicios fiscales, sólo podrá ser revisado y fiscalizado 
anualmente en la parte ejecutada, precisamente en ese ejercicio, al rendirse la cuenta 
pública. Por otra parte, el precepto señalado en primer término no prevé qué debe 
entenderse por "ejecución" de la cuenta pública; empero, de su interpretación axiológica 
constitucional se advierte que la etapa de ejecución es aquella en la que el gasto público 
es destinado al cumplimiento de determinado fin del Estado, esto es, cuando se libera parte 
del presupuesto para una actividad u obra específica. Por tanto, la Auditoría Superior de la 
Federación puede incluir dentro de la revisión de la cuenta pública de un año específico, 
pagos realizados en otro posterior, cuando éstos tengan sustento en el presupuesto 
autorizado dentro del ejercicio fiscalizado, es decir, puede verificarse en años siguientes la 
forma en que se utilizó la cuenta pública ejecutada (liberada) en un ejercicio fiscal anterior, 
porque tomando en consideración la dinámica de la administración pública federal, habrá 
algunos procesos en los que se autorice la ejecución de la cuenta pública en un año fiscal, 
pero su desarrollo requiere de fases de consecución que necesariamente implican pagos 
plurianuales, sin que ello conlleve una transgresión al principio de anualidad indicado. 
Sostener otro criterio sería contrario a los intereses del Estado y del orden público, pues 
permitiría dejar sin fiscalización el pago de actos materializados fuera del ejercicio fiscal en 
donde se liberó parte de la cuenta pública, e impediría su revisión en un evidente detrimento 
del erario federal. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
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Amparo directo 57/2016. Juan Enrique Mejía Rojo. 14 de abril de 2016. Unanimidad de 
votos. Ponente: Sergio Urzúa Hernández. Secretaria: Elizabeth Trejo Galán.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2012090  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 08 de julio de 2016 10:15 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.9o.A.22 A (10a.)  
 

PROCEDIMIENTO DE AUDITORÍA Y PROCEDIMIENTO DE FINCAMIENTO DE 
RESPONSABILIDAD RESARCITORIA. DADA SU AUTONOMÍA, SI EL PRIMERO INICIA 
AL AMPARO DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 
ABROGADA, Y EL ACUERDO DE INICIO DEL SEGUNDO SE EMITE CONFORME AL 
ARTÍCULO 57 DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA 
FEDERACIÓN VIGENTE, NO EXISTE APLICACIÓN RETROACTIVA DE ÉSTA. 

 
Si el procedimiento de auditoría en materia de revisión de la cuenta pública inicia con la 
orden de fiscalización y culmina con el dictamen técnico que contiene las conclusiones, 
mientras el procedimiento de responsabilidad resarcitoria se activa con la emisión del 
acuerdo de inicio, ello implica que son autónomos y con finalidades distintas, pues el 
primero es una mera investigación de hechos, que tiene como único objeto determinar la 
existencia o no de alguna irregularidad; en cambio, el segundo debe seguirse con todas las 
formalidades de ley y con la intervención del servidor público involucrado, a efecto de 
determinar la existencia o no de la responsabilidad resarcitoria a su cargo. Por tanto, si un 
procedimiento de auditoría se inicia al amparo de la Ley de Fiscalización Superior de la 
Federación abrogada, y el acuerdo de inicio del segundo se emite conforme al artículo 57 
de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación vigente, no existe 
aplicación retroactiva de ésta, en términos de su artículo segundo transitorio, que prevé que 
los asuntos que se encuentran en trámite o en proceso en la Auditoría Superior de la 
Federación al entrar en vigor, seguirán tramitándose hasta su conclusión en términos de 
aquel ordenamiento. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 57/2016. Juan Enrique Mejía Rojo. 14 de abril de 2016. Unanimidad de 
votos. Ponente: Sergio Urzúa Hernández. Secretaria: Elizabeth Trejo Galán. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación.  
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2012089  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 08 de julio de 2016 10:15 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.9o.A.28 A (10a.)  
 

PRINCIPIO DE MORALIDAD ADMINISTRATIVA. SU AXIOLOGÍA CONSTITUCIONAL 
IMPIDE INTERPRETAR LAS NORMAS JURÍDICAS FUERA DE LOS CONTENIDOS 
MATERIALES PLASMADOS EN LOS PRINCIPIOS Y DERECHOS FUNDAMENTALES. 
 
La moralidad administrativa es el conjunto de principios, valores y virtudes fundamentales 
aceptados por la generalidad de los individuos, que deben informar permanentemente las 
actuaciones del Estado, a través de sus organismos y agentes, con el fin de lograr la 
convivencia de sus miembros, libre, digna y respetuosa, así como la realización de sus 
asociados tanto en el plano individual como en su ser o dimensión social. En ese campo, 
existen conductas no sólo generalmente aceptadas como inmorales, sino ilegales y hasta 
penalmente sancionadas. Así, la moralidad administrativa presenta dos niveles normativos; 
en el primero, como principio de la función administrativa, debe entenderse como aquel 
parámetro de conducta ética de los servidores públicos y particulares que ejercen dicha 
función, consistente en una obligación axiológica y deontológica del comportamiento 
funcional, según los postulados de la honradez, pulcritud, rectitud, buena fe, primacía del 
interés general y honestidad. En un segundo nivel, como derecho colectivo supone, en un 
aspecto negativo, la abstinencia de ciertas conductas o, en términos positivos, la realización 
material de un determinado acto o hecho acorde con el orden constitucional. Por otra parte, 
la moralidad administrativa se rige, entre otros, por el principio axiológico de la Constitución, 
que significa que las normas jurídicas no pueden interpretarse fuera de los contenidos 
materiales plasmados en los principios y derechos fundamentales; de ahí que implique para 
todos los servidores públicos el deber de actuar con honestidad, responsabilidad, ética, 
profesionalismo, siempre con respeto al interés público, a la primacía del interés general y 
a las normas sobre obligaciones, incompatibilidades y prohibiciones. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 57/2016. Juan Enrique Mejía Rojo. 14 de abril de 2016. Unanimidad de 
votos. Ponente: Sergio Urzúa Hernández. Secretaria: Elizabeth Trejo Galán. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 


